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Resumen: Superada la "falta de conciencia constitucional" del juez, denuncia-
da hace decenios, se experimentan en el ámbito penal las consecuencias de una 
hipertrofia del recurso de amparo y la necesidad de delimitar el marco material 
de esta jurisdicción y la constitucional. Ello lleva a resaltar la inevitable dimen-
sión valorativa de la llamada "conexión de antijuridicidad" , en casos en los que 
se cuestiona la interpretación de un tipo penal precisamente en aras del princi-
pio de legalidad penal del artículo 25 de la Constitución; ello obliga a calificar 
como "irrazonable, arbitrario o patentemente erróneo" un razonamiento del 
más alto órgano judicial , dando paso a cánones de constitucionalidad que mul-
tiplican los recursos de amparo. Todo ello invita a una reforma legal de este re-
curso que implicaría, en el ámbito penal, generalizar la segunda instancia y 
universalizar el acceso a la casación mediante un recurso de unificación de 
doctrina. Se acercaría así el funcionamiento del Tribunal Constitucional al mo-
delo del certiorari, a la vez que se extiende a todos los derechos fundamenta-
les objeto de amparo el incidente de nulidad que puede plantearse contra sen-
tencias en principio firmes. 
Deseo en primer lugar dejar constancia de mi satisfacción por 
el hecho de compartir estos minutos con todos ustedes. Siempre 
he sentido la Universidad como una especie de pulmón, de fuen-
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te de oxígeno en mi condición de jurista. La labor del Juez, y no 
digamos la del Fiscal General del Estado, impone permanente-
mente la necesidad de decidir sobre vidas y haciendas ajenas, y 
hacerlo además casi siempre con la información limitada y la re-
flexión restringida por los tiempos y las fronteras del proceso. Y 
si hablamos de la jurisdicción penal, lo habitual es que esa tarea 
sobrevuele lo más duro, por no decir lo más trágico, de la existen-
cia humana, y en todo caso sobre hechos que ya son irremedia-
bles. 
En contraste, para el jurista práctico acostumbrado a ese corsé 
lógico y metodológico, la Universidad aparece como un territorio 
de libertad. Un extenso campo abierto a la reflexión, a la luz de 
un conocimiento potencialmente ilimitado, al intercambio de ide-
as y a la formulación de opiniones, sin más barreras que las que 
impone la razón ni más cauce que el debate civilizado. Y sobre 
todo, la Universidad es terreno de ilusión, de proyectos, de futu-
ro. Por eso siempre he pensado que para el juez o el fiscal la Uni-
versidad es, y desde luego lo es para mí, el cordón umbilical que 
lo comunica con la inquietud intelectual más viva, que un jurista 
nunca debe perder. Por eso siempre es un placer volver al am-
biente universitario, y más aún si es un ambiente relajado y ama-
ble como el de los cursos de verano. 
Aunque aún no soy -espero- muy viejo, pertenezco a una ge-
neración de jueces -creo que la última- que ha vivido la expe-
riencia de no aplicar la Constitución en sus resoluciones. Quie-
nes, formando parte de esa generación, compartimos una 
profunda convicción democrática, hemos experimentado la in-
tensa sensación de abrir el camino hacia una nueva aplicación de 
la ley penal, dentro de los límites y dirigida a los fines constitu-
cionales. 
En ese camino, sobre todo en sus primeros pasos, la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional desempeñó un papel determi-
nante. Y lo hizo principalmente a través de un instrumento, el re-
curso de amparo, que fue concebido con esa finalidad específica 
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de -valga la expresión- introducir la Constitución en la Justicia, 
creo que respondiendo a una necesidad objetiva en aquel instante. 
En al año 1996, el profesor Pérez Tremps, hoy magistrado del 
Tribunal Constitucional, explicaba que: "hace quince o veinte 
años el tema de la protección judicial de los derechos fundamen-
tales tenía un componente marcadamente político, por cuanto 
existían dudas sobre cómo iba a desenvolverse esa tarea debido a 
10 que entonces se calificó como 'falta de conciencia constitucio-
nal del juez '" . 
En efecto, es más que probable que la configuración del recién 
bautizado Poder Judicial español no fuera la idónea, a la salida 
de un régimen autoritario de cuarenta años, para confiarle 10 que 
a todas luces habría de generar una revolución de sus propias es-
tructuras y funciones. No olvidemos que veníamos de un tiempo 
en el que se proclamaba formalmente, a nivel legal, el principio 
de "unidad de poder y coordinación de funciones"l, y que bajo 
ese lema se había quebrado la unidad jurisdiccional, extrayendo 
de la competencia del juez ordinario todas aquellas materias que 
afectaban al ejercicio del poder o a 10 que se consideraban valo-
res esenciales de la seguridad del Estado o el orden público. Lo 
que, por cierto, tiene mucho que ver con el origen de 10 que algu-
nos autores han denominado la ideología judicial, consistente en 
construir la imparcialidad del juez a partir de la condición apolí-
tica de la jurisdicción, e identificar ese apoliticismo con el inten-
to de separar el Derecho, como algo que se supone estrictamente 
técnico y aséptico, de los principios que inspiran y explican la 
ley. Un veterano Fiscal, hoy Fiscal de Sala, cuenta cómo, en una 
vista oral celebrada en aquellos años iniciales de la Transición, se 
encontró con que, al citar en su informe un artículo de la recién 
aprobada Constitución, el Presidente de la Audiencia 10 interrum-
pió con un severo campanillazo, espetándole: "señor Fiscal, no 
politice el juicio" . 
l. Art. 2.2. Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967. 
44 CÁNDIDO CONDE-PUMPIDO 
En ese contexto, insisto en que el recurso de amparo, tal y 
como se concebía en la propia Constitución y se desarrolló en la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, tenía asignada una mi-
sión específica que, ciertamente, podía resultar imprescindible en 
el asentamiento de la democracia. Sobre todo, lógicamente, en el 
terreno de la Justicia penal, que es donde el Estado de Derecho se 
encuentra con sus últimas fronteras infranqueables, y afecta ade-
más de manera más directa, más contundente, a los derechos y li-
bertades de los ciudadanos. 
Ahora bien, el transcurso de los años y la profunda penetra-
ción de los principios democráticos en nuestra sociedad, incluido 
el Poder Judicial, exige seguramente revisar -y es lo que preten-
do hacer hoy- algunos de los puntos de referencia de ese análisis. 
En este sentido, debo completar la cita que antes amputé deli-
beradamente. Tras hacerse eco, mirando hacia el pasado, de la 
falta de conciencia constitucional del juez, el profesor Pérez 
Tremps añadía -insisto en la fecha de su texto, 1996- que [la pro-
tección de los derechos fundamentales] "hoy se ve ya como una 
cuestión fundamentalmente técnica: las dudas se han despejado, 
el Poder Judicial, en estrecha colaboración con el Ministerio Fis-
cal, cumple de forma satisfactoria su función de garante de los 
derechos fundamentales, por más que ese cumplimiento sea siem-
pre mejorable, y los problemas que se suscitan a este respecto son 
básicamente de tipo técnico". 
En efecto, creo que hoy podemos decir que el designio con el 
que se concibió el recurso de amparo se ha visto sustancialmen-
te cumplido, y la semilla de la jurisprudencia emanada del Tribu-
nal Constitucional ha germinado y ha echado raíces en la Justi-
cia Penal tal y como se pretendía. Es precisamente ese éxito el 
que hoy nos permite preguntamos por la función que, de cara al 
futuro, debe corresponder a cada uno de estos ámbitos jurisdic-
cionales. 
Existen a mi juicio dos problemas fundamentales, que además 
son convergentes. 
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En primer lugar, lo que podríamos denominar enfermedad de 
éxito del recurso de amparo, que ha llevado recientemente a la 
Presidenta del Tribunal Constitucional, como explicaré, a encen-
der algunas luces de alarma. 
En segundo lugar, la complicación surgida en la delimitación 
de espacios entre la jurisdicción judicial ordinaria y la jurisdic-
ción constitucional. No me gusta la expresión "guerra de Cortes", 
pero creo que es innegable, veinticinco años después, que la zona 
de roce entre ambas actividades -la específica protección consti-
tucional de los derechos fundamentales y la administración de 
Justicia penal- se ha ido intensificando como consecuencia, pre-
cisamente, como digo, del propio éxito del sistema. 
Hace tres años, enfrentado a estas mismas cuestiones en el seno 
de las Jornadas de conmemoración del XXV aniversario de la 
Constitución organizadas en el Tribunal Supremo, tuve ocasión de 
exponer algunas de estas ideas desde mi condición de Magistrado 
de ese Tribunal. Si entonces podía estimarse que, por lo menos en 
relación con el segundo punto (el relativo a la delimitación de ju-
risdicciones) era -y nunca mejor dicho- juez y parte, hoy me re-
conforta poder ratificar mi planteamiento y mis conclusiones de 
entonces, desde una posición bien diferente. Pienso, en realidad, 
que lo hago desde una posición privilegiada, como es la del Fiscal 
General del Estado. Como he explicado muchas veces, una de las 
características más sobresalientes del Ministerio Fiscal español, 
que lo distingue, creo que con ventaja, de la mayor parte de los 
modelos existentes en Derecho comparado, es que estamos presen-
tes en todos y cada uno de los órdenes y órganos jurisdiccionales, 
incluidos o no en el Poder Judicial, desde el más remoto juzgado 
de instrucción hasta, precisamente, el Tribunal Constitucional. 
Eso significa no sólo que la perspectiva del Fiscal General del 
Estado alcanza a todo el horizonte jurisdiccional, sino que ade-
más su posición, determinante de la del Ministerio Fiscal merced 
al principio de unidad de actuación, debe ser única y coherente. 
Esto es, el Fiscal conoce los problemas y se aproxima a ellos 
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exactamente igual desde la óptica del Tribunal Constitucional que 
desde la de la Justicia penal, yen ambos casos esta aproximación 
se produce, por así decirlo, desde dentro. 
Precisamente por ello, es probable que la institución que diri-
jo sea la mejor situada para analizar el alcance de esos problemas, 
y también para valorar las posibles soluciones, con la visión prác-
tica y apegada a la realidad que le caracteriza. 
Pues bien, les invito a repasar brevemente algunos aspectos de 
esa reflexión que, para no alargarme, centraré en los dos puntos 
que he indicado: la hipertrofia del recurso de amparo en el ámbi-
to penal, y la necesidad de delimitar el marco material de las ju-
risdicciones penal y constitucional. 
En relación con la primera cuestión no puedo ofrecer mejores 
argumentos que los que emanan del propio Tribunal. Ya es casi 
una tradición anual la llamada de atención, en la Memoria y en 
otras manifestaciones públicas del Tribunal Constitucional o de 
sus miembros, sobre el riesgo de un incremento constante y expo-
nencial del número de recursos de amparo. 
En su emotivo discurso de despedida, el 8 de julio de 1992, el 
siempre recordado Presidente Francisco Tomás y Valiente, ya lo 
advirtió con la claridad que le caracterizaba: "a este Tribunal llegan 
demasiados recursos de amparo". A partir de ese momento, basta 
repasar, por ejemplo, las alocuciones de sus sucesores en el cargo 
con ocasión de la renovación periódica de los Magistrados, que han 
sido recientemente publicados en conmemoración del XXV ani-
versario de la creación del Órgano. Puede comprobarse con facili-
dad que la constatación de la hipertrofia del recurso de amparo no 
sólo ha estado presente en todas esas intervenciones públicas, sino 
que el tono de preocupación ha ido creciendo, acompañado, ya des-
de mitad de los años noventa, de una pública solicitud al Legisla-
dor para que considerase la oportunidad de una reforma normativa. 
No entraré en el detalle de las cifras porque, como les dije, no 
quiero pisar el terreno que con mayor autoridad explorará la pro-
pia presidenta del Tribunal. Pero, por dar sólo un par de datos, de 
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los 9.708 asuntos ingresados en el año 2005, 9.476 fueron recur-
sos de amparo: el 97'6 por ciento. De ellos, 3.278 se referían a 
asuntos penales, y 482 a cuestiones penitenciarias, lo que suma 
3.760 recursos de amparo procedentes de la Jurisdicción penal. 
Es decir, que los recursos de amparo en materia penal suponen, 
por sí mismos, casi el 40 por ciento de la cifra total de asuntos in-
gresados en Tribunal. A ello se añade que en el 87 por ciento de 
los amparos, se invoca el derecho a la tutela judicial efectiva, es 
decir, se formula una objeción relacionada con aspectos procesa-
les, no sustantivos. Y, en fin, recordaré que la tasa de inadmisión 
de recursos de amparo ha sido siempre superior al 95%. 
Por circunscribirme al tema que me ocupa, pero en términos 
obviamente fáciles de extrapolar al conjunto de su actividad, la 
pregunta es: ¿qué ocurre cuando el Tribunal Constitucional dedi-
ca casi la mitad de sus esfuerzos a in admitir recursos de amparo 
procedentes de la Justicia penal? 
Pues ocurren, como mínimo, tres cosas: primero, que el Tribu-
nal Constitucional ve menoscabada su capacidad para ejercer sus 
otras competencias, que además sólo él puede desempeñar; se-
gundo, que el propio amparo deviene inefectivo, en la medida en 
que se retrasa excesivamente; y tercero, que esas disfunciones 
producen un efecto distorsionador del instrumento más interesan-
te del que disponemos en la relación entre Jurisdicción Constitu-
cional y Justicia Penal, que es la cuestión de constitucionalidad. 
Me importa destacar que la protección de los derechos funda-
mentales, en particular los relacionados con la tramitación del 
proceso penal, que, como se ve, son los que inundan el Tribunal, 
es una materia concebida, por la Constitución y por su propio in-
térprete máximo, como objeto de control difuso. Basta examinar 
la jurisprudencia constitucional relativa al agotamiento de la vía 
judicial previa como requisito de admisibilidad del amparo, en la 
que queda claramente establecido que la sede natural de la pre-
servación de esos derechos es la jurisdicción, lo que precisamen-
te hace insoslayable su control previo y efectivo. 
48 CÁNDIDO CONDE-PUMPIDO 
La intervención del Tribunal Constitucional en este ámbito se 
concibe teóricamente, por tanto, como algo excepcional, o, como 
dice la Presidenta en su última Memoria, como un remedio in ex-
tremis_ No en vano en la primera sentencia que dictó el Tribunal, 
firmada un ya lejanísimo 26 de abril de ese 1981, se solemniza-
ba la siguiente declaración de principios: "la finalidad esencial 
del recurso de amparo es la protección, en sede constitucional, 
de los derechos y libertades que hemos dicho, cuando las vías or-
dinarias de protección han resultado insatisfactorias" _ Sólo en 
ese caso. Y como se ve, la cifra de inadmisiones a trámite certi-
fica que el sistema procesal penal es efectivo en sí mismo -aun-
que mejorable, como todo- a la hora de depurar las vulneracio-
nes de las garantías. 
Sin embargo -y éste es el punto que quería destacar- el Tribu-
nal Constitucional desempeña otras funciones respecto de las que 
nadie puede anticipar, suplir o complementar su intervención. Re-
cordaré en este punto la gráfica exposición de otro de sus Presi-
dentes, Pedro Cruz Villalón, en·una declaración pública en el año 
2000: "cuando de las leyes se trata, lo que el Tribunal Constitu-
cional no hace difícilmente puede, en nuestro sistema, hacerlo na-
die. Si el Tribunal, por ejemplo, no ha estado en situación de res-
ponder a las dudas de constitucionalidad suscitadas por la Ley de 
Tratamiento Automatizado de Datos, recurrida desde 1993, en 
esta tarea no ha podido ser sustituido por nadie. En lugar de eso, 
ha estado resolviendo multitud de recursos de amparo en los que 
ya se había obtenido una respuesta de fondo por parte de algún 
Juez o Tribunal". No hacen falta más comentarios. 
Del otro efecto negativo que señalé, es decir, el efecto disua-
sorio frente al planteamiento de las cuestiones de inconstituciona-
lidad, puedo hablar por conocimiento y experiencia propios, por-
que lo he vivido como Magistrado y lo sigo viviendo como Fiscal 
General. No es razonable que cuando un Juez duda de la consti-
tucionalidad de una norma penal aplicable, o lo hace el Fiscal, 
que puede instarle a que plantee la cuestión, se vea ante el dilema 
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de paralizar el proceso durante años. Esa consecuencia dilatoria 
puede ser nefasta para la eficacia de la Justicia en cualquiera de 
los órdenes jurisdiccionales. Pero es sencillamente incompatible 
con la Justicia penal. 
En resumen, el recurso de amparo que en un origen fue, sin 
duda alguna, revulsivo imprescindible para la aplicación del De-
recho Penal en nuestro país, y se tradujo, recíprocamente, en uno 
de sus mayores éxitos y más sólidos factores de legitimación del 
Tribunal Constitucional, amenaza desde hace tiempo con ahogar-
lo. Y además, la inercia generada a lo largo de los años, pese a la 
permanente manifestación de rechazo del propio Tribunal, ha ve-
nido a convertirlo en una especie de tercera instancia inevitable, 
lógicamente estéril, por las razones expuestas, pero generadora 
de dilaciones y suspensiones muy perturbadoras. 
Esa derivación progresiva hacia la confusión de territorios ju-
risdiccionales siempre me ha preocupado, y por los motivos que 
antes expliqué, ahora que soy Fiscal General y tengo el deber de 
asegurar la unidad y coherencia en la aplicación del Derecho, in-
cluida la Constitución, me preocupan aún más. 
Pero antes de avanzar hacia las soluciones, permítanme ilus-
trar mi planteamiento con un par de ejemplos lo que me parece 
que es el fondo del problema. 
En 1987, el ya citado Tomás y Valiente publicó, no sé si en su 
faceta de historiador del derecho o de presidente del Tribunal, si 
es que son escindibles, un artículo titulado In dubio pro reo, libre 
apreciación de la prueba y presunción de inocencia 2. Este traba-
jo era sustancialmente, en la línea que vengo apuntando, la cróni-
ca de una transformación radical de la Justicia Penal, a partir de 
un solo factor de cambio. El salto histórico consistía, a juicio del 
autor, en la superación de la regla in dubio pro reo en su concep-
ción tradicional, como una mera indicación ética o pietista dirigi-
2. F. TOMÁS y VALIENTE, Obras completas, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid, 1997, Tomo I1I, pp. 2205 Y ss. 
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da al Juez. Para éste, en todo caso, su "íntima convicción" con-
servaba el valor de dogma absoluto y único parámetro a la hora 
de valorar las pruebas. Convicción tan íntima, por cierto, que no 
era preciso, e incluso se estimaba inapropiado, explicar en las 
sentencias cómo se había llegado a adquirirla. 
El cambio conceptual, que Tomás y Valiente analizaba a partir 
de la primera y fundamental -en el sentido etimológico del térmi-
no- sentencia dictada por el Tribunal Constitucional en esa mate-
ria, la 31/1981, abría un camino cuyo recorrido era seguramente 
imprevisible en aquellas coordenadas históricas. El principio de 
presunción de inocencia, consagrado por la Constitución de 1978 
como derecho fundamental del imputado, y objeto de la máxima 
protección (incluida la del amparo), trastocaba todo ese sistema. 
La formulación de ese derecho exige, tal y como lo entendió el 
Tribunal Constitucional desde ese primer instante, que la conde-
na se base en una mínima actividad probatoria de cargo que pre-
cisamente permita desvirtuar la presunción de inocencia, lo que, 
además, ha de quedar debidamente reflejado y motivado en la 
sentencia. Al asumir la tarea de comprobar la existencia de esa 
mínima actividad probatoria, el Tribunal Constitucional advirtió, 
ya desde ese primer momento, que no se trata de "revisar la valo-
ración de las pruebas a través de las cuales el órgano judicial al-
canza su íntima convicción, dado que el arto 117.3 CE y el arto 
741 LECrim atribuyen dicha tarea a los Tribunales penales"3. De 
manera que ya a partir de aquel instante inicial, por no decir ini-
ciático, el máximo intérprete de la Constitución intentaba sentar 
las bases de la delicadísima distinción entre la función propia de 
la Jurisdicción y el control específico que en esa materia corres-
ponde al Tribunal Constitucional. 
El problema es que cuanto más se ha avanzado en ese camino, 
paradójicamente, al mismo tiempo que los conceptos expuestos 
3. STC 142/2003. 
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iban siendo interiorizados y asimilados por Jueces y Tribunales, 
la Corte constitucional se ha visto progresivamente enfrentada a 
pretensiones de amparo que exigían afinar más su doctrina, en te-
rrenos en los que las fronteras marcadas por su propia Jurispru-
dencia cada vez son más sutiles, y, por tanto, más frágiles. La úl-
tima línea de esa frontera está en un terreno sustancialmente 
valorativo, que el propio Tribunal define afirmando que "no le 
corresponde revisar la valoración de las pruebas a través de las 
cuales el órgano judicial alcanza la íntima convicción, sino exclu-
sivamente controlar la razonabilidad del discurso que une la acti-
vidad probatoria y el relato fáctico que resulta"4. 
Ese factor valorativo, ligado a parámetros de razonabilidad, se 
ha ido haciendo presente en el tratamiento de diversas materias. 
Por poner algún ejemplo, citaré la doctrina de la conexión de an-
ti juridicidad, que hace posible valorar pruebas causalmente deri-
vadas de otras que son ilícitas por haberse obtenido con vulnera-
ción de derechos fundamentales. Para determinar la existencia de 
esa conexión se precisa un examen valorativo que es dificilísimo 
deslindar -por muchos esfuerzos que se hagan- del examen pro-
batorio de fondo. Algo parecido sucede con la meticulosa tarea 
conceptual que el Tribunal se ha visto obligado a elaborar al tra-
tar el problema de la valoración como prueba de cargo de las de-
claraciones de los coimputados, para las que exige una corrobo-
ración periférica en cuya comprobación es difícil sustraerse a 
una casuística del caso por caso, que encaja ciertamente mal 
cuando estamos hablando de un órgano de control de constitucio-
nalidad. 
Pero si esos parámetros de razonabilidad aparecen como fuen-
te potencial de tensión en el ámbito procesal, la niebla se hace 
mucho más espesa cuando se trata de la interpretación y aplica-
ción misma de los tipos penales. No estoy pensando, naturalmen-
4. SSTC 189/1998, 120/1999,249/2000,278/2000, 155/2002. 
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te, en aquellos supuestos en que el Tribunal Constitucional esti-
ma que una norma penal es incompatible con la Constitución, 
aunque alguno de esos casos haya tenido consecuencias mediáti-
cas sonoras; porque es muy difícil explicar a la opinión pública 
determinados matices, cuando el titular es que el Tribunal Cons-
titucional ha anulado una sentencia importante del Tribunal Su-
premo. Me refiero más bien a aquellos casos en que lo que se 
cuestiona es precisamente la interpretación misma del tipo penal, 
que accede al amparo mediante la invocación del principio de le-
galidad penal del artículo 25 de la Constitución. 
En esa tarea de homologación constitucional de la interpreta-
ción de los tipos penales efectuada por los órganos judiciales, 
también se ha impuesto un canon de razonabilidad. Y de nuevo 
surge, por consiguiente, la extrema dificultad de fijar límites, 
cuando de lo que se trata es de confrontar criterios valorativos 
que, en muchos casos, proceden de Órganos Judiciales del máxi-
mo nivel, incluido el Tribunal Supremo. Piensen que el problema 
no es tanto que el Tribunal Constitucional anule una determinada 
sentencia del Supremo, lo cual es, como he dicho, perfectamente 
inobjetable en la lógica constitucional. Lo malo es que para ha-
cerlo deba, conforme a los cánones establecidos en su Jurispru-
dencia, calificar como irrazonable, arbitrario o patentemente 
erróneo un razonamiento del más alto órgano judicial de la Na-
ción, cuya especialidad es precisamente la interpretación de la ley 
penal. Nótese, además, que el propio Tribunal Supremo dispone 
de una herramienta procesal específicamente destinada a la com-
probación de las vulneraciones de derechos fundamentales, que 
como saben es el motivo casacional recogido en el artículo 5.4 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Reconociendo, en resumen, el esfuerzo doctrinal del Tribunal 
para marcar los linderos de su papel en estos ámbitos, la verdad 
es que es imposible dejar de observar que la sofisticación concep-
tual a la que ha necesitado recurrir para ello ha dado lugar a un 
fenómeno contraproducente. Cánones de constitucionalidad que 
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inciden, como hemos visto, en lo razonable o irrazonable, lo ar-
bitrario o lo patentemente erróneo, en la medida en que suponen 
revisar con criterios valorativos cada razonamiento del juez en 
cada juicio, son frecuentemente percibidos por los solicitantes de 
amparo como dianas en las que, aun en los supuestos de desatino 
más evidente, no renuncian a clavar, con un poco de suerte, el 
dardo de su recurso. 
Pues bien, la pregunta es qué hacer con un recurso de amparo 
que, se diga 10 que se diga, y 10 dice permanentemente el propio 
Tribunal Constitucional, ha terminado generalizándose como una 
tercera instancia. 
De entrada diré que, en mi opinión, que no es sólo mía, las te-
sis relativas al denominado self-restraint o autocontrol voluntaris-
ta del ejercicio de la jurisdicción tienen sobradamente acreditada 
su inoperancia. De ello dan fe los episodios, afortunadamente ex-
cepcionales, pero reiterados, de eso que no he querido denominar 
"guerra de Cortes". 
Descartada esa vía, insisto en observar que los dos problemas 
que he planteado, es decir, el crecimiento desbordado del amparo 
hasta convertirse en obstáculo para el cumplimiento de otras mi-
siones, exclusivas e insustituibles del Tribunal Constitucional; y 
la dificultad de la delimitación competencial con la jurisdicción 
judicial, penal en particular, tienen una causa común. En conse-
cuencia, la solución puede ser también común. Como decía un 
viejo abogado al que conocí cuando era presidente de Audiencia, 
es coincidencia, pero no casualidad. Esa solución, huelga decirlo, 
pasa por la reforma legal del recurso de amparo. 
Llegados a este punto, me gustaría volver sobre las propuestas 
que hacía públicamente, hace unos años, en el trabajo que antes 
mencioné. Entonces creía y dije que tal vez fuera conveniente re-
flexionar sobre la restricción del amparo por razones procesales 
en aquellos casos en que hubiera existido ya un pronunciamiento 
de una instanéia judicial superior, en vía de recurso. Esto exigía, 
obviamente, en el ámbito penal, generalizar la segunda instancia, 
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y universalizar el acceso a la casación mediante un recurso de 
unificación de doctrina ante el Tribunal Supremo, que permitiera 
a éste llevar a cabo, de modo general y natural, la tarea de depu-
ración interpretativa que, por la vía del criterio de razonabilidad, 
asume hoy, con tintes de excepcionalidad, el Tribunal Constitu-
cional. 
A partir de esa configuración efectiva de la Jurisdicción como 
sede natural del control de las garantías constitucionales, me pa-
recía posible, en aquella reflexión del año 2003, acercar el fun-
cionamiento del Tribunal Constitucional al modelo del denomi-
nado certiorari que rige en el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos. Se trataría, por tanto, de introducir un criterio de selec-
ción cualitativa, facultando al Tribunal Constitucional para ocu-
parse únicamente de aquellas demandas de amparo en las que se 
haga patente una cuestión no resuelta, o necesitada, por su tras-
cendencia para la aplicación de la Constitución, de un explícito 
pronunciamiento de su máximo intérprete. 
Yo les aseguro que, digan 10 que digan, no me considero con 
influencia suficiente para anticipar, con una legislatura de venta-
ja, el contenido de las leyes, ni con dotes de profeta para adivinar-
los. Así que supongo que, sencillamente, estas mismas conclusio-
nes rondaban ya entonces por muchas cabezas. Pero 10 cierto es 
que hoy las propuestas que acabo de resumir están, en lo sustan-
cial, recogidas en dos proyectos de ley en curso de tramitación 
parlamentaria. 
Por una parte, como saben, está pendiente una reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal que generaliza la segunda ins-
tancia, y, con algunas restricciones que siempre he creído que po-
dían superarse en el trámite parlamentario, generaliza el recurso 
de casación por unificación de doctrina mucho más allá del estre-
cho margen casacional vigente. Es decir, van a ser muchos más 
los delitos con acceso a la casación. Y además se reforma la ape-
lación, garantizando la doble instancia en todos los procesos y 
ante todos los órganos de enjuiciamiento. De este modo, la revi-
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sión de las actuaciones judiciales a las que se impute un vicio 
constitucional está asegurada en la vía judicial ordinaria. 
Por otra parte, también está prevista una reforma de la Ley Or-
gánica del Tribunal Constitucional, que incluye, como también 
saben, importantes novedades. Sólo voy a citar dos: la universa-
lización del incidente de nulidad del artículo 241 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, y la reforma del sistema de admisión del 
amparo. 
La extensión a todos los derechos fundamentales objeto de 
amparo, del incidente de nulidad que puede plantearse contra sen-
tencias en principio firmes, constituye sin duda alguna la traduc-
ción normativa del principio de subsidiariedad de la Jurisdicción 
constitucional en esta materia. Déjenme decir, en el terreno do-
méstico, que esto va a suponer un esfuerzo enorme de la Fiscalía, 
sobre todo en materia de formación y especialización, puesto que 
supone, en la línea del control difuso a que antes me referí, llevar 
verdaderamente la trinchera del control constitucional a cada pro-
cedimiento judicial. 
En su informe al correspondiente Anteproyecto de Ley, decía 
el Consejo Fiscal, refiriéndose precisamente a esa universaliza-
ción del incidente de nulidad que "tal decisión legislativa ( ... ) 
además de poder contribuir a una reducción del trabajo del Tribu-
nal Constitucional (tal vez no tan significativa como cabría espe-
rar, puesto que la resolución desestimatoria del incidente por los 
Órganos judiciales, que previsiblemente se producirá en la gran 
mayoría de casos, abre precisamente la vía al amparo), contribu-
ye a generalizar la idea clave de que la protección de los derechos 
fundamentales es una tarea específica del Alto Tribunal, pero pro-
pia de todos los Órganos de cualquier jurisdicción" . 
De nada serviría, sin embargo, esa innovación procesal si el 
incidente de nulidad se concibe como un escalón más, en la ante-
sala del amparo. De ahí que la prevista reforma del trámite de ad-
misión en sede constitucional, si bien creo que podría afinarse en 
algún aspecto, resulte imprescindible y en las líneas que apunta la 
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reforma pueda resultar ciertamente útil. Aunque todo depende de 
la interpretación que, precisamente., haga el propio Tribunal 
Constitucional, entiendo que la inversión del sistema de admi-
sión, tal y como se proyecta, es decir, exigiendo como requisito la 
expresa acreditación de la relevancia constitucional de la cuestión 
planteada por el recurrente de amparo, y ligándola conceptual-
mente además a la eficacia en la aplicación de la Constitución, 
sondean un terreno muy próximo al del certiorari, que antes des-
cribí. Si es así, estamos, en mi opinión, en el buen camino. 
Es evidente que el tema da para mucho debate. Pero, por las 
razones que al principio expliqué, creo que esa es precisamente la 
grandeza de la Academia. Siempre he creído conveniente ir a la 
Universidad lo que va la mayoría de la gente que pasa por ella, 
que no es a enseñar, sino a aprender. Por tanto, dejando nueva-
mente constancia de mi satisfacción por haber podido hacerlo, me 
conformo con dejar planteados los problemas y abiertas las pro-
puestas de solución. 
